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Cuestionario: El derecho a la libertad y la seguridad de las
personas con discapacidad
I. Antecedentes 

Para su informe al Consejo de Derechos Humanos, en su al 40º período de sesiones, la Relatora Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad, Sra. Catalina Devandas Aguilar, tiene la intención de centrarse en el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad.

La Relatora Especial tiene la intención de emprender una investigación innovadora sobre las diversas formas de privación de libertad que experimentan exclusivamente las personas con discapacidad en todo el mundo. En su informe se propone examinar los desafíos mundiales relacionados con el disfrute del derecho a la libertad y la seguridad de la persona por parte de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás; identificar las formas específicas de privación de libertad por motivos de discapacidad y examinarlas a través de los lentes de los derechos humanos; así como presentar tendencias y buenas prácticas emergentes relacionadas con la garantía de la implementación de este derecho.

La Relatora Especial espera profundizar en la comprensión del alcance del derecho a la libertad y la seguridad de la persona en relación con las personas con discapacidad y proporcionar un marco de orientación claro para ayudar a los gobiernos en la aplicación de los derechos establecidos en el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el apartado b) del artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño y el artículo 14 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

El siguiente cuestionario ayudará a la Relatora Especial a determinar los casos en que las personas pueden ser privadas de su libertad por razones relacionadas con discapacidades reales o percibidas, y comprender mejor la situación actual en lo que respecta al disfrute del derecho a la libertad y a la seguridad por parte de las personas con discapacidad.
II. Cuestionario

  1.
Sírvanse proporcionar información sobre la existencia de legislación y políticas destinadas a garantizar y proteger el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad.

      ● En cuanto a la existencia de legislación, en este terreno todavía no se ha efectuado avances, pese a que en el año 2011, el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad efectuó una serie de observaciones a España (se adjunta documento), entre otros, en torno a los artículos 10, 12, 14, 17 y 29 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD).
1. Continúan vigentes las viejas normas en materia de sustitución de la voluntad
      En la observación 33, relativa al artículo 12 CDPD, el Comité manifiesta su preocupación por el hecho de que no se hayan tomado medidas para reemplazar la sustitución en la adopción de decisiones por la asistencia para la toma de las mismas en el ejercicio de la capacidad jurídica y recomienda que se revisen las leyes que regulan la guarda y la tutela. Asimismo, se requiere que se tomen medidas para adoptar leyes y políticas por las que se reemplacen los regímenes de sustitución en la adopción de decisiones por una asistencia para la toma de decisiones que respete la autonomía, la voluntad y las preferencias de la persona. También, se recomienda que se proporcione formación sobre esta cuestión a todos los funcionarios públicos y otros interesados pertinentes. 
      Nada de todos esto se ha llevado a cabo. 

      Además, en el apartado concreto de participación en la vida política y pública (artículo 29 CDPD), el Comité manifiesta su preocupación por el hecho de que se pueda restringir el derecho al voto de las personas con discapacidad intelectual o psicosocial si la persona interesada ha sido privada de su capacidad jurídica o ha sido internada en una institución (observación 47). También manifiesta su inquietud por el recurso a esa restricción como regla y no como excepción, así como por la falta de información sobre el rigor de las normas en materia de prueba, sobre los motivos requeridos y sobre los criterios aplicados por los jueces para privar a las personas de su derecho de voto. Por ello, recomienda a España que revise la legislación pertinente (observación 48) para que todas las personas con discapacidad tengan derecho a votar y a participar en la vida pública en pie de igualdad con las demás y pide que modifique el artículo 3 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, que autoriza a los jueces a denegar el derecho de voto en virtud de decisiones adoptadas en cada caso particular. Además, recomienda que todas las personas con discapacidad que sean elegidas para desempeñar un cargo público dispongan de toda la asistencia necesaria, incluso asistentes personales.
      Sin embargo, el artículo 3 de esta Ley continúa vetando este derecho para las personas con discapacidad psicosocial:

“1.  Carecen de derecho de sufragio:
      a) Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de   

      privación del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento.

     b) Los declarados incapaces en virtud de sentencia judicial firme, siempre que la 
     misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de  

     sufragio.
     c) Los internados en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el 
     período que dure su internamiento, siempre que en la autorización el Juez declare 
     expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio.
2. A los efectos previstos en este artículo, los Jueces o Tribunales que entiendan de los procedimientos de incapacitación o internamiento deberán pronunciarse expresamente sobre la incapacidad para el ejercicio del sufragio. En el supuesto de que ésta sea apreciada, lo comunicarán al Registro Civil para que se proceda a la anotación correspondiente.”
También relacionado con la privación del derecho a la libertad de las personas con discapacidad psicosocial se encuentran vigentes en nuestro país prácticas tan graves como: administración de tratamiento involuntario, esterilizaciones forzadas y abortos coercitivos.
En este sentido, en sus observaciones 37 y 38 relativas a la protección de la integridad personal (artículo 17 CDPD), el Comité ha expresado su inquietud y ha recomendado a España que “suprima la administración de tratamiento médico, en particular la esterilización, sin el consentimiento, pleno y otorgado con conocimiento de causa, del paciente, y a que vele por que la legislación nacional respete especialmente los derechos reconocidos a las mujeres en los artículos 23 y 25 de la Convención.”  Pese a ello, tampoco se ha hecho nada en este sentido.
Todo ello hay que verlo en consonancia con el artículo 10 CDPD, relativo al derecho a la vida. En su observación 29 el Comité “deplora que los tutores que representan a personas con discapacidad consideradas ‘legalmente incapacitadas’ puedan legalmente consentir en que se terminen o se suspendan el tratamiento médico, la nutrición u otros medios de sustentación de la vida de esas personas. El Comité desea recordar al Estado parte que el derecho a la vida es absoluto y que la sustitución en la adopción de decisiones en lo que atañe a la terminación o el retiro de medios de sustentación de la vida es incompatible con ese derecho.” Por ello, en su observación 30, recomienda a España que “vele por que se obtenga el consentimiento, otorgado con conocimiento de causa, de todas las personas con discapacidad en todas las cuestiones relativas al tratamiento médico”. Igualmente, en esta materia tampoco se ha procedido a efectuar ninguna modificación legislativa.
A nivel general, la normativa básica acerca del procedimiento de incapacidad y la tutela, se contienen sin cambios en el Libro I, del título IX del Código Civil y en Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Por lo tanto, continúan vigentes las viejas normas en materia de sustitución de la voluntad y no se han creado alternativas que garanticen la asistencia en la toma de decisiones en el conjunto del territorio nacional.
2. Continúa vigente el viejo régimen jurídico que permite el internamiento de las personas con discapacidad
      Por otra parte, dicho Comité llamó la atención en este mismo informe (observaciones 35 y 36) sobre otra cuestión que afecta de manera esencial a la libertad y seguridad de las personas (artículo 14 CDPD): el régimen jurídico que permite el internamiento de las personas con discapacidad, incluidas las personas con discapacidad intelectual y psicosocial ("enfermedad mental"), en establecimientos especiales. Manifestó su preocupación por la tendencia a recurrir a medidas urgentes de internamiento que contienen solo salvaguardias ex post facto para las personas afectadas. Asimismo, manifestó su inquietud por los malos tratos de que, según se informa, son objeto las personas con discapacidad internadas en centros residenciales o en hospitales psiquiátricos. Por ello, recomienda a España que revise las disposiciones legislativas que autorizan la privación de libertad por motivos de discapacidad, incluidas las discapacidades mentales, psicológicas o intelectuales; que derogue las disposiciones que autorizan el internamiento forzoso a causa de una incapacidad manifiesta o diagnosticada, y que adopte medidas para que los servicios médicos, incluyendo todos los servicios relacionados con la salud mental, se basen en el consentimiento otorgado con conocimiento de causa por el interesado.

      Pese a esta recomendación, todavía hoy no se ha abordado la regulación de dichos internamientos y ni mucho menos se han puesto los medios para que pueda plantearse con las mínimas garantías una derogación de la norma que permite este tipo de medidas. La situación de las personas en estos contextos está sujeta al voluntarismo y no hay una ley que regule los derechos de los afectados o afectadas por ella ni protocolo alguno que recoja las obligaciones de quienes la aplican. El artículo 763 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, único precepto destinado a una medida que produce un profundo impacto en la vida de las personas, no contiene una regulación en los términos expuestos, tan solo las garantías mínimas. 
      Si bien es cierto que se empieza a mencionar la Convención como fundamento en las resoluciones que se van emitiendo en el ámbito judicial, los cambios son mayoritariamente terminológicos y dependen de la voluntad y buena praxis de los operadores jurídicos en concreto y/o del ámbito territorial del juzgado competente (desigualdad territorial). Lamentablemente, no existe una cultura jurídica que favorezca los necesarios cambios para ajustar la normativa y praxis judicial a la Convención. El logro más significativo en este contexto ha sido fruto del esfuerzo del movimiento asociativo. Por ejemplo, desde el movimiento asociativo se logró la retirada de las medidas de seguridad que prorrogaban indefinidamente el internamiento de personas con discapacidad psicosocial, atendiendo a su supuesta peligrosidad, que se incluían en el proyecto de reforma del Código Penal.
      Muchas de estas cuestiones aparecen también en el estudio “Salud mental e inclusión social. Situación actual y recomendaciones contra el estigma” (se adjunta documento). El objetivo de esta investigación es el desarrollo de una serie de propuestas ordenadas y jerarquizadas que sirva para elaborar una Estrategia estatal de lucha contra el estigma y de la promoción de la salud mental por parte de la Confederación SALUD MENTAL ESPAÑA. El estudio resume de manera cualitativa las situaciones de discriminación que viven las personas con problemas de salud mental en los múltiples ámbitos de la vida social: en la educación, medios de comunicación, el empleo, en la familia, en el ámbito judicial y policial, penitenciario, ejecutivo y legislativo, sanitario y en los servicios sociales. Entre otras importantes cuestiones, en el estudio se advierte que las deficiencias en el sistema de atención comunitaria están en el origen de muchos de los procedimientos judiciales que se llevan a cabo en juzgados de guardia por presuntos delitos cometidos por una persona con trastorno mental en una situación de crisis.

2.
Sírvanse proporcionar información sobre legislación y políticas relevantes relacionadas con:

     2.1. el ejercicio de la capacidad jurídica;

     Como se ha indicado en el apartado anterior, no se han producido cambios al 
     respecto.

2.2.  los derechos de las personas con discapacidad en instituciones , incluidos los procesos de desinstitucionalización;

      En este sentido, reproducimos lo expuesto en nuestro Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos de las Personas con Trastornos Mentales en España 2015, pág.29 (se adjunta como documento):

     “Las personas con discapacidad psicosocial se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad en los contextos de privación de libertad. Concretamente, en el ámbito penitenciario se han detectado graves vulneraciones que dificultan e impiden el acceso a la justicia de estas personas y la garantía de su derecho a la libertad y seguridad de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos, incluida la realización de ajustes razonables.

      A estos efectos, hay que tener presente el hecho de que tal vulnerabilidad se acrecienta cuando las personas se encuentran en el extranjero, requiriendo la protección de los servicios consulares con garantía de su derecho a la igualdad de oportunidades y no discriminación. Para ello es preciso el establecimiento de protocolos de actuación adecuados por parte del Ministerio de Asuntos Exteriores, apelando a la toma de conciencia e implementación de la CDPD por parte de todas las Administraciones Públicas sin excepción.”

     2.3.
el ingreso involuntario a servicios de salud mental u otras   instituciones;

      En este sentido, reproducimos lo expuesto en nuestro Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos de las Personas con Trastornos Mentales en España 2015, págs.55-70:
    “A nivel nacional, las garantías judiciales de esta medida están reguladas en una norma procesal civil, la Ley de Enjuiciamiento Civil (en adelante, LEC), concretamente en su artículo 763. La figura aparece bajo la denominación “internamientos no voluntarios por razón de trastorno psíquico” (…)
      En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que la regulación que nuestro ordenamiento hace de esta materia, es inconstitucional.

      A raíz de una solicitud de internamiento de una persona mayor de edad en un centro psiquiátrico, el Juzgado de Primera Instancia nº 8 de A Coruña planteó una cuestión de inconstitucionalidad en relación al art. 763.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (que regula los internamientos no voluntarios por razón de trastorno psíquico) y con fecha 2 de diciembre de 2010 el Tribunal Constitucional dictó sentencia
, declarando parcialmente inconstitucional dicho precepto en los siguientes incisos (subrayados en negrita en el texto del artículo reproducido arriba):

a. “El internamiento, por razón de trastorno psíquico de una persona que no esté en condiciones de decidirlo por sí, aunque esté sometida a la patria potestad o tutela, requerirá autorización judicial”;

b. “La autorización será previa a dicho internamiento, salvo que razones de urgencia hicieren necesaria la inmediata adopción de la medida”.

La razón de esta declaración tiene que ver con el hecho de que este artículo 763 LEC contiene una medida de privación de libertad, por lo que afecta a un derecho fundamental que sólo puede regularse mediante ley orgánica (y no, como en este caso, mediante mera una mera ley ordinaria, como es la LEC).

      Si bien es cierto que esta sentencia no supone un avance a nivel de contenido en relación con la Convención de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ya que únicamente constata un defecto formal importante y se indica expresamente que el mismo no habrá de tener consecuencias sobre la práctica diaria en la aplicación de este tipo de medida.

      Por lo tanto, ¿qué consecuencias tiene esta sentencia?

   - No se declara la nulidad para evitar un vacío no deseable en nuestro Ordenamiento jurídico.

   - No se cuestiona el contenido material de este precepto.

   - El legislador debe regular la medida de internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico mediante ley orgánica y debe hacerlo a la mayor brevedad posible.
      En conclusión, la medida puede seguir aplicándose mientras se plantea su regulación mediante la referida ley orgánica.

      Ahora bien, (…) toda interpretación de las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución, habrá de efectuarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España (art.10 de la Constitución española). De ahí que haya de mirarse a dichos tratados y acuerdos a la hora de abordar cualquier regulación o modificación de las normas vigentes que afecten a tales derechos, especialmente cuando afecten a las personas con discapacidad. (…)
      En nuestro país, desde una perspectiva de derechos humanos, no hemos avanzado lo suficiente en el ámbito socio-sanitario, al menos en lo que a atención de las personas con trastornos mentales se refiere, y esa falta de avance se ve avalada por una normativa inadecuada al respecto, fundamentada en los criterios de ‘ser un peligro para sí mismo y para otros’ o ‘necesidad de tratamiento’. En el ámbito socio-sanitario, estas personas sufren con frecuencia graves abusos y violaciones de su derecho a la integridad física y mental (art.17 de la Constitución y arts. 16 y 17 de la CDPD). Específicamente, esto se produce a través de tratamientos, en principio, dirigidos a corregir y aliviar su situación: tratamientos forzados, medicación administrada sin su consentimiento libre e informado o en contra de su voluntad y que pueden tener efectos secundarios como temblores, estremecimientos, contracciones, apatía, etc., la denominada “terapia electroconvulsiva” y otras formas de tratamiento al efecto.
      Finalmente, no se ha tenido en cuenta el impacto de género en esta materia. Por lo tanto, sería recomendable el desarrollo a nivel estatal de una norma que disponga medidas de acción positiva, provea recursos y establezca garantías para el ejercicio de los derechos por parte de las mujeres con discapacidad, disponiendo un capítulo específico para aquellas que tengan trastornos mentales por su especial vulnerabilidad.”

      Este mismo informe, destaca, entre otros aspectos, algunas de las principales vulneraciones detectadas:

“□ Se contravienen los derechos a la libertad, a la seguridad y a la integridad física y mental: la medida de internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico suele llevar a aparejada la aplicación de tratamientos forzados, incluida la denominada terapia electroconvulsiva, o de medicación administrada sin consentimiento libre e informado o en contra de la voluntad y que pueden tener efectos secundarios como temblores, estremecimientos, contracciones, apatía, etc.

      Es harto frecuente que las personas sean ingresadas sin que, tras practicarse el ingreso, se les informe adecuadamente sobre las causas del mismo. Únicamente se proporciona la información a través de un parte médico de ingreso que, en muchas ocasiones, acaba en manos de familiares y no se pone en conocimiento de la persona.

□ Los traslados al centro sanitario se producen con mucha frecuencia con el auxilio de las fuerzas y cuerpos de seguridad, promoviendo el estigma y revelando una carencia de preparación y recursos para afrontar este tipo de situaciones. En estos contextos muchas veces la vida y la salud de la persona se han visto comprometidas, llegando incluso a la pérdida de la primera como consecuencia más grave.
□ Muchas veces no se respetan los plazos legalmente establecidos. Por una parte, cuando se procede a efectuar un ingreso involuntario urgente, legalmente, se ha de comunicar la decisión por el Centro sanitario lo antes posible al Juzgado, y en todo caso antes de las 24h. Este plazo de 24 horas no debe agotarse, porque se trata de un plazo de máximos; de modo que la comunicación, como indica la ley, se ha de efectuar cuanto antes.

      Por otra, se señala un plazo de 72 horas para que el juzgado ratifique dicho ingreso.

      Sin embargo, estos plazos, que son obligatorios, no siempre se cumplen en los términos expuestos y, además de vulnerar la CDPD, suponen una vulneración del art. 17.1 de la Constitución de 1978.

      Existen, en este sentido, varias sentencias que establecen la necesidad de cumplimiento de los plazos, entre ellas cabe citar la sentencia 141/2012 del Tribunal Constitucional, de 2 de julio, donde se establece que no se puede justificar una demora de los plazos en la “sobrecarga del juzgado”.
□ Se cometen delitos contra el patrimonio de la persona ingresada, durante el internamiento urgente (234 y siguientes del Código Penal): Desde la utilización de la cartilla del banco hasta la apropiación de objetos personales del mismo.
□  Retención (“custodia”) de la documentación por periodos prolongados.

□ Falta diligencia en la adecuada atención y custodia de la persona ingresada, favoreciendo situaciones de crisis o fugas de los centros que en ocasiones han tenido un fatal desenlace (fallecimiento de la persona), han implicado la detención de la persona en calabozos policiales o han terminado con una denuncia por lesiones, atentado a la autoridad u otros (proveniente del propio personal del centro sanitario, fuerzas y cuerpos de seguridad, etc.).

      Todo ello tiene graves efectos sobre la vida y la salud de las personas.
□ Vulneración del derecho de libre elección del lugar donde vivir, sobre todo en situaciones de institucionalización prolongada o indefinida.”
      Además, “lamentablemente, dadas las circunstancias en las que se suele encontrar la persona ingresada, la mayoría de los expedientes se tramitan sin nombrar representación ni defensa (las cuales tienen carácter potestativo según la actual regulación). Por ello, sería conveniente que se estableciera la obligatoriedad de asistencia letrada y estos supuestos fueran amparados por la justicia gratuita, de modo que no tengan que abonar los gastos correspondientes por su defensa y representación mediante abogado/a y procurador/a, salvo que expresamente designe letrado/a de su elección.”
      A esto se ha de añadir que el control de los ingresos no es ni periódico ni personalizado, siendo lo común que se limite a la mera recepción de informes de la residencia o centro en la que se han practicado.”
      A pesar de lo expuesto, no se ha revisado el marco normativo en esta materia a la luz de la CDPD, ni se han provisto los medios más adecuados para atender la salud, habilitación y rehabilitación de la persona desde un enfoque de derechos humanos.

      En este sentido, la Confederación SALUD MENTAL ESPAÑA (cuando todavía se denominaba FEAFES) presentó dos importantes documentos en los que se proponen medidas terapéuticas para evitar tener que acudir a intervenciones que fuercen la voluntad de la persona (se adjuntan como documentos):
      1. “Medidas terapéuticas para evitar tener que recurrir a medidas coactivas” (2013);

      2. “Propuesta de Intervención Terapéutica. Alternativa al Tratamiento Ambulatorio Involuntario (TAI)” (2009).

       De hecho, ya en 2003 el Proyecto EUNOMIA reclamaba un análisis sobre la realidad de la aplicación de medidas coercitivas en el ámbito psiquiátrico con el fin de elaborar una Guía Europea, a partir de la consideración de las siguientes: internamiento involuntario, aislamiento terapéutico, inmovilización terapéutica y tratamiento médico forzoso.
      Sin embargo, todo ello sigue en el terreno de las reivindicaciones.
A nivel de políticas públicas, existe mención en págs. 91-92 de la “Estrategia en Salud Mental del Sistema Nacional de Salud”. “Las comunidades autónomas coordinarán con Instituciones Penitenciarias, el recurso más adecuado en cada caso para la pronta atención a las personas con trastorno mental al que un juez dicta ingreso penitenciario”. En: “Estrategia en Salud Mental del Sistema Nacional de Salud 2009-2013“

     2.4.
los criterios para determinar la ausencia de responsabilidad penal (defensa por enajenación mental o incapacidad mental, inimputabilidad, etc.);
      Esta cuestión se regula en el artículo 20 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que se reproducen seguidamente.

Artículo 20 

Están exentos de responsabilidad criminal:

1.º El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

      El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión.

2.º El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

3.º El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad.

4.º El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que concurran los requisitos siguientes:

      Primero. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agresión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en aquélla o éstas.


Punto primero del numeral 4.º del artículo 20 redactado por el número trece del artículo único de la L.O. 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal («B.O.E.» 31 marzo).Vigencia: 1 julio 2015
     Segundo. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla.
    Tercero. Falta de provocación suficiente por parte del defensor.

5.º El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien jurídico de otra persona o infrinja un deber, siempre que concurran los siguientes requisitos:

Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar.

Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente por el sujeto.

Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse.

6.º El que obre impulsado por miedo insuperable.

7.º El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo.

      En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las medidas de seguridad previstas en este Código.

El artículo 21 regula las circunstancias atenuantes.
2.5. la incapacidad para participar en el proceso o la incapacidad para declararse culpable o no (unfit to plead);  
      El artículo 19 del Código Penal regula la capacidad penal:

      “Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este Código.

      Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor.”

      Por lo demás, las causas que eximen de la responsabilidad criminal (el referido artículo 20), no impiden comparecer válidamente en el proceso. En cualquier caso, eso puede variar en caso de sobrevenir la falta de capacidad y tuviera que autodefenderse; no obstante son muy escasos los procedimientos en los que se permite la autodefensa. El problema es que no existe ningún protocolo que garantice el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial (como por ejemplo tiene Costa Rica: Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de personas con discapacidad psicosocial), lo cual genera verdaderas distorsiones entre justicia y praxis, dejando a la persona en la más absoluta de las vulnerabilidades a merced de un sistema que no ha sido diseñado para ella.
      La cuestión de la declaración de culpable o no es un derecho derivado del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y prohibición de indefensión, regulado en el artículo 24.2 de nuestra Constitución.
2.6. las medidas de seguridad y los programas de medidas sustitutivas.

Las medidas de seguridad se regulan en el Título IV de Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Concretamente, el artículo 97 regula la cuestión de la sustitución de las medidas.
En este apartado es importante volver a resaltar que gracias a los esfuerzos del movimiento asociativo se logró la retirada de las medidas de seguridad que prorrogaban indefinidamente el internamiento de personas con discapacidad psicosocial, atendiendo a su supuesta peligrosidad, que se incluían en el proyecto de reforma de este Código.
A nivel de políticas públicas, encontramos Abad, Alicia; [et al.]. “Protocolo de aplicación del programa puente de mediación social en enfermedad mental para centros de inserción social”. Madrid: Ministerio del Interior, Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 2014.

3.
Sírvase proporcionar los datos disponibles más recientes, desagregados por sexo y edad si es posible, sobre el número de:
3.1.
personas interdictas o incapacitadas, bajo tutela o curatela;

No disponemos de datos al respecto. Es una reivindicación recurrente del movimiento asociativo que se recaben estos datos, pero aún no ha sido atendida.

3.2.
casos en que el Estado o una organización ha sido nombrados tutores o curadores;

Al igual que en el caso anterior, no disponemos de datos.
3.3.
instituciones para personas con discapacidad;

No disponemos de este dato.
3.4.
personas con discapacidad en instituciones;
No disponemos de esta dato.

3.5.
personas en instituciones interdictas, incapacitadas o bajo tutela o curatela;

No disponemos de este dato.
3.6.
registros sobre uso del aislamiento y contención química o mecánica, y su frecuencia;

3.7.
ingresos involuntarios a servicios de salud mental u otras instalaciones sociales;

No disponemos de este dato.

3.8.
centros de salud mental existentes que admitan pacientes internos;

No disponemos de este dato.

3.9.
camas de salud mental en hospitales psiquiátricos y hospitales generales;

No disponemos de este dato.

3.10.
promedio de días que una persona pasa bajo ingreso involuntario en centros de salud mental;

No disponemos de este dato.

3.11.
personas que han sido declaradas no aptas para ser juzgadas o no aptas para declararse culpables o no;

No disponemos de este dato.

3.12.
personas declaradas no penalmente responsables;

No disponemos de este dato.

3.13.
instituciones para los procesados declarados no aptos para ser juzgadas o declarados no penalmente responsables, y el número de reclusos; y

No disponemos de este dato.

3.14.
medidas de seguridad y preventivas aplicadas en el contexto de la justicia penal.

No disponemos de este dato.

A pesar de lo anterior, puede ser importante requerir al Ministerio Fiscal para que participe en este cuestionario; dado que anualmente publican datos en su Memoria de la Fiscalía General del Estado: 

https://www.fiscal.es/fiscal/publico/ciudadano/documentos/memorias_fiscalia_general_estado/!ut/p/a1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfGjzOI9HT0cDT2DDbwsgozNDBwtjNycnDx8jAwszIAKIpEVuPtYuBk4unsGO5l6eBhbBJkQp98AB3A0IKQ_XD8KVYm_h68R0AWGvqEmli7GBu6G6AqwOBGsAI8bCnJDIwwyPRUByaZ9Ig!!/dl5/d5/L2dJQSEvUUt3QS80SmlFL1o2X0lBSEExSVMwSjhSMzYwQTgyRkJCSEwyMDg2/?selAnio=2016
4.
Sírvanse proporcionar información sobre jurisprudencia, denuncias o investigaciones en relación con abusos y violencia contra las personas con discapacidad en el hogar.
Aportamos el informe al respecto de nuestra federación del País Vasco (FEDEAFES) y 

nuestros informes de sobre el Estado de los Derechos Humanos de las Personas con 

Trastornos Mentales 2015 y 2016.
5. 
Sírvase proporcionar cualquier otra información pertinente (incluida información de encuestas, censos, datos administrativos, informes, estudios y jurisprudencia) en relación con el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad en su país. Sírvanse también hacer referencia a cualquier iniciativa innovadora que se haya adoptado a nivel local, regional o nacional para promover y garantizar el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad e identificar las lecciones aprendidas de éstas
            Dentro del colectivo de personas con discapacidad psicosocial, hay dos grupos especialmente desatendidos: mujeres y niños. En nuestros informes anuales sobre el Estado de los Derechos Humanos de las Personas con Trastornos Mentales 2015 y 2016  venimos denunciando las graves vulneraciones a las que se ven sometidos por causa de la invisibilización y consecuentes discriminación e impunidad. Además, en el capítulo IV del manual “La transversalidad de Género en las Políticas Públicas” nuestra asesora jurídica Irene Muñoz Escandell describe la situación del colectivo de mujeres y niñas con discapacidad en relación a su derecho a la libertad y seguridad, con especial énfasis en las mujeres y niñas con discapacidad psicosocial (adjuntamos documento).
            Además, de las buenas prácticas que se describen en nuestros informes anuales     de 2015 y 2016, la Asociación Española de Neuropisiquiatría (AEN), junto con la Confederación SALUD MENTAL ESPAÑA, la Federación ‘En Primera Persona’ y la Federació Veus han firmado un documento que supone el comienzo de un proceso encaminado a terminar con las medidas coercitivas en el ámbito de la atención a la salud mental. 

            Como declara el presidente de SALUD MENTAL ESPAÑA, Nel A. González Zapico, la adhesión a este manifiesto “es de vital importancia, ya que contiene una filosofía que ante todo debe ser aplicada. Las medidas coercitivas no respetan en ningún caso los Derechos Humanos y por supuesto no son terapéuticas. Estamos en un punto en el que hay que poner el énfasis en la búsqueda de medidas alternativas para una atención adecuada, que no atente contra la dignidad y la libertad de la persona”. Esta referencia se puede consultar en las págs. 40 y 41 de nuestro Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos de las Personas con Trastornos Mentales 2016, incluyendo el texto del Manifiesto en sus págs.60 y 61.
            Finalmente, es importante destacar que existe una falta de control efectivo de la situación en la que se encuentran las personas con discapacidad psicosocial institucionalizadas, cuyas quejas van en aumento por trato poco humano y sometimiento a medidas de contención y castigo.
Gracias por sus respuestas y contribuciones

III. Envío de respuestas e información adicional 

Debido a la capacidad limitada de traducción, solicitamos comedidamente que envíe sus respuestas, en lo posible, en inglés, español o francés a más tardar el 30 de mayo de 2017. En la medida de lo posible, sírvase por favor identificar enlaces o proveer copias de legislación, reglamentos, políticas u otro documento relacionado con sus respuestas. 
Todas las respuestas se harán públicas en la página web de la Relatora, salvo que se indique lo contrario, en el siguiente enlace: 
http://www.ohchr.org/EN/Issues/Disability/SRDisabilities 
Sírvase ser conciso en sus respuestas y enviarlas de preferencia por vía electrónica a: srdisability@ohchr.org, con copia a registry@ohchr.org.

En caso de consultas sobre este cuestionario, favor contactar a la Sra. Alina Grigoras, Oficial de Derechos Humanos, correo electrónico: agrigoras@ohchr.org; teléfono: +41 22 917 92 89 o a la Sra. Cristina Michels, Oficial de Derechos Humanos, correo electrónico: cmichels@ohchr.org, +41 22 928 98 66.
� TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, STC 132/2010, de 2 diciembre (Sala Pleno).






